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RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: **********/2022/1.

AUTORIDAD DEMANDADA: AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO.

PARTE ACTORA Y RECURRENTE: **********.

MAGISTRADO: 

CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.
SECRETARIO: 
ALEJANDRO JAVIER GARCÍA GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a trece de diciembre de dos mil veintidós.

VISTOS para resolver los autos del toca **********/2022/SS-4, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación interpuesto por **********, en contra de la resolución de veintitrés de septiembre de dos mil veintidós, pronunciada por la Primera Sala Unitaria, al resolver el recurso de reclamación interpuesto contra el auto de dieciocho de agosto del presente año, en el que la A quo determinó desechar la demanda promovida por el aquí recurrente, al considerar que se actualizó un motivo manifiesto e indudable de improcedencia en el juicio contencioso administrativo **********/2022/1; turnado a esta Sala Superior el veintisiete de octubre del presente año, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria; y

R E S U L T A N D O
I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:
"PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Reclamación.
SEGUNDO.- Resultaron infundados los agravios hechos valer en contra del auto de dieciocho de agosto de dos mil veintidós, por lo que procede confirmar dicho auto en la parte que fue recurrido, ello según las razones precisadas en el Considerando Sexto de esta resolución. 
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora."
II. Inconforme con la referida determinación, **********, parte actora en el juicio de origen, interpuso recurso de apelación, mediante escrito presentado el veinticuatro de octubre de dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintisiete de octubre siguiente; atendiendo a que por auto de veinticinco de octubre del mismo año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior el recurso de apelación de mérito, con las copias que adjuntó el recurrente, así como los autos del expediente **********/2022/1.
III. Por acuerdo de tres de noviembre de dos mil veintidós
, se admitió a trámite el recurso de apelación interpuesto por **********, parte actora en el juicio de origen. 
IV. El once de noviembre de dos mil veintidós
, con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. En principio, conviene destacar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dicho que la competencia es una garantía a los derechos humanos de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar invalido lo resuelto por el juez incompetente. Entonces, señala la Corte, que la competencia es un presupuesto procesal de validez del proceso y un derecho fundamental de los justiciables. 

Esta idea, se encuentra contenida en la jurisprudencia emitida por Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

"ÓRGANOS JURISDICCIONALES AUXILIARES. PUEDEN ANALIZAR LA COMPETENCIA, YA SEA POR TERRITORIO O POR MATERIA, EN FUNCIÓN DE LA DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL AL QUE AUXILIAN Y, EN SU CASO, DECLARAR LA INCOMPETENCIA PARA RESOLVER EL ASUNTO.
Hechos: Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunciaron sobre si un órgano auxiliar que se encarga únicamente de dictar sentencia en apoyo de otro debe pronunciarse respecto de la competencia del órgano en cuyo lugar actúa, pues mientras la Primera Sala determinó que el órgano auxiliar, al emitir la sentencia en apoyo al órgano auxiliado, sí puede analizar la competencia de éste, la Segunda Sala, por su parte, estimó que el órgano auxiliar al dictar la resolución, no puede analizar la competencia del órgano al que apoya.
Criterio jurídico: El órgano jurisdiccional auxiliar –ya sea Juzgado de Distrito o Tribunal Colegiado de Circuito– designado por la autoridad correspondiente del Consejo de la Judicatura Federal para apoyar a otro órgano jurisdiccional únicamente en el dictado de la sentencia, puede analizar la competencia, ya sea por territorio o por materia, en función de la del órgano jurisdiccional al que auxilia (auxiliado) y, en su caso, declarar la incompetencia para resolver el asunto.
Justificación: La competencia de la autoridad es una garantía a los derechos humanos de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente. Entonces, la competencia es un presupuesto de validez del proceso y un derecho fundamental de los justiciables. En esa lógica, un tribunal es competente para conocer del asunto cuando hallándose éste dentro de la órbita de su jurisdicción, la ley le reserva su conocimiento con preferencia a los demás órganos. Específicamente, tanto el territorio como la materia constituyen factores determinantes de la competencia atendiendo al espacio que el órgano jurisdiccional tiene asignado para desplegar su función de administrar justicia y a la naturaleza jurídica de las controversias, respectivamente; es decir, la competencia por materia y territorio es la aptitud legal que se atribuye a un órgano jurisdiccional para conocer de las controversias relacionadas con una rama específica del derecho dentro de un concreto espacio territorial. De esta manera, la impartición de justicia por los Tribunales de la Federación deberá hacerse en función de la determinación legal existente, en todo lo relativo al territorio y la materia correspondiente, porque de no ser de esa forma, no se dará pleno cumplimiento al derecho fundamental de que se trata. En ese sentido, en aras de salvaguardar el derecho fundamental de acceso a la justicia, que debe ser completa, se justifica que el tribunal –en su connotación amplia– al emitir la sentencia en un asunto en apoyo a otro órgano jurisdiccional, pueda analizar si es competente por razón de materia, incluso por territorio, en función de la competencia del auxiliado, siempre que no haya sido determinada previamente de manera definitiva, como pudiera ser a través de un conflicto competencial en razón de materia o territorio. Por las razones apuntadas, si bien un órgano auxiliado al tramitar un asunto presupone su competencia, entre otras, por materia y territorio, mientras no exista pronunciamiento en contrario, ello no impide que el órgano jurisdiccional auxiliar que corresponda analice en esos ámbitos la competencia en función de la del auxiliado y, en su caso, declare la incompetencia para resolver el asunto. Así, podrá realizar el examen respectivo siempre que no se haya decidido previamente o el auxiliado haya aceptado la competencia expresamente al habérsela planteado otro órgano jurisdiccional." 

Corolario a lo anterior, es de señalarse que los artículos 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como los normativos 149, 150, 152, 248, 249, 250, 251 y 252, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen los casos en que otorga a esta Alzada competencia para conocer de las resoluciones definitivas que emitan las Salas de origen, que conforman el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en esta entidad, los que disponen:  

"Artículo 23. Son facultades de la Sala Superior Unitaria las siguientes:
V. Resolver el recurso de apelación que interpongan las partes en contra de las resoluciones dictadas por las Salas Unitarias, Auxiliares, o en su caso, Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas, así como las que se presenten en contra de resoluciones en materia contenciosa administrativa, de conformidad con lo dispuesto en el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, y […]"
"Artículo 149. El recurso de reclamación procederá en el juicio contencioso administrativo en contra de:

I. Las que admitan o desechen la demanda, su contestación o ampliación;

II. Las que desechen pruebas;

III. Las que rechacen la intervención del tercero;

IV. Las que concedan o nieguen la suspensión, fijen fianzas o contrafianzas, y

V. Las que decreten o nieguen el sobreseimiento del juicio antes de la audiencia."

"Artículo 150. La reclamación se interpondrá ante el Tribunal dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquél en que surta efectos la notificación de que se trate.

La resolución de la reclamación no admitirá recurso legal alguno."

"Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:
I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;
III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:
a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.
b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.
c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.
d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 
IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.
Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.
El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección."
"Artículo 248. Las sentencias serán pronunciadas por el Magistrado de la Sala.

Al pronunciar la sentencia se debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad.

La Sala, al pronunciar sentencia suplirá las deficiencias de la queja planteada en la demanda, siempre y cuando de los hechos narrados se deduzca el agravio, pero en todos los casos se contraerá a los puntos de la litis.

Las causas de sobreseimiento previstas en el artículo 229 fracciones, I, III, IV, y VI de este Código, podrán decretarse sin que se hubiere celebrado la audiencia final."
"Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare."
"Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;

III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada;

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y

V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades.

La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código."
"Artículo 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.

En los juicios en que se reclame la indemnización en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la sentencia se determinará, en su caso, la existencia de responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada, y el derecho del reclamante a la indemnización, fijándose el monto que ha de pagarse, conforme a los lineamientos de esa Ley."
"Artículo 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.

Cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de un bien o de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular.

Cuando se decrete la nulidad de una resolución fiscal o administrativa favorable a un particular quedará ésta sin efecto, quedando expeditos los derechos de las autoridades.

Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.

En el caso de que la sentencia declare la nulidad de una resolución por la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, o por vicios de procedimiento, la misma deberá señalar en que forma afectaron las defensas del particular y trascendieron al sentido de la resolución.

Tratándose de las sentencias que resuelvan sobre la legalidad de la resolución dictada en un recurso administrativo, si se cuenta con elementos suficientes para ello, el Tribunal se pronunciará sobre la legalidad de la resolución recurrida, en la parte que no satisfizo el interés jurídico del demandante.

Cuando se trate de una sentencia favorable a la autoridad en los juicios promovidos por ésta en términos de la fracción VII del artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal, la Sala comunicará inmediatamente la misma a la actora para los efectos que resulten conforme a lo determinado en la propia sentencia y en las disposiciones legales aplicables."
Sentado lo anterior, esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, considera que es incompetente para conocer del presente recurso de apelación y, por ende, éste resulta improcedente, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II y 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y los numerales 149, 150, 152, 248, 249, 250, 251 y 252, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; toda vez que la resolución recurrida no resulta tener el carácter de definitiva, ni se encuentra previsto en contra del recurso de reclamación, atento a las siguientes consideraciones.

De la lectura de tales disposiciones, inicialmente del precepto 149 idem, se establece la procedencia del recurso de reclamación, entre otros supuestos, contra el desechamiento de la demanda en juicio contencioso administrativo; en tanto que del normativo 150 mencionado, se lee el plazo de interposición del propio medio de impugnación y se establece que su resolución no admitirá recurso alguno. 

Lo anterior pone en evidencia que el legislador, dispuso expresamente que la resoluciones dictadas en el recurso de reclamación no son recurribles, a través de algún medio ordinario de combate. 

Luego, si el recurrente se inconforma en contra de la resolución dictada en el recurso de reclamación que declaró firme el auto de dieciocho de agosto de dos mil veintidós, que desechó la demanda; es válido concluir que esta Sala Superior carece de legal competencia para conocer y resolver del presente asunto. 

Estimar lo contrario implicaría crear una instancia que no está reconocida por la ley, pues, se reitera, el propio legislador estimó la irrecurribilidad de esas determinaciones. 
Orienta lo anterior, la jurisprudencia del Pleno en Materias Civil y Administrativa del Decimotercer Circuito, que dice: 

"PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. EN CONTRA DEL AUTO QUE LA DECRETA, ES IMPROCEDENTE EL RECURSO DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE OAXACA).

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron posiciones encontradas al resolver sendos recursos de revisión, pues por un lado, uno consideró que el recurso de apelación es improcedente en contra del auto que fija la pensión alimenticia provisional, mientras que los otros dos determinaron que en contra de dicho acto sí es procedente el recurso de apelación.

Criterio jurídico: El Pleno en Materias Civil y Administrativa del Decimotercer Circuito determina que en contra del auto que decreta la pensión alimenticia provisional, no procede el recurso de apelación ni algún otro.

Justificación: El Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Oaxaca prevé la posibilidad de recurrir las determinaciones jurisdiccionales. El recurso de revocación (reposición en la segunda instancia) procede en contra de los decretos y autos respecto de los cuales no se prevea expresamente la alzada. El recurso de apelación es taxativo, pues se interpone en contra de las determinaciones respecto de las que expresamente la codificación señala su procedencia, que pueden entenderse son las que paralizan el juicio, mismas que se traducen en sentencias definitivas dictadas en juicios ordinarios, interlocutorias y los autos definitivos, o que según la interpretación sistemática de las normas, tengan una ejecución irreparable en la sentencia definitiva; el recurso de queja es procedente en contra del desechamiento de la demanda, el desconocimiento de la personalidad de un litigante antes del emplazamiento, denegada apelación, actos de ejecución y omisiones, entre otros; y la responsabilidad, que en realidad no es un recurso, al no tener por objeto la revisión de la determinación impugnada. Ahora, el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Oaxaca establece la regla general de procedencia del recurso de apelación en los juicios de controversias del orden familiar, incluyendo los alimentos; sin embargo, el diverso 962 del mismo ordenamiento legal prevé la regla especial consistente en que tratándose de las medidas provisionales y urgentes que el Juez emita al recibir una demanda en materia familiar y de alimentos, no admite más recurso que el de responsabilidad. Por ende, el auto que fija la pensión alimenticia provisional es una determinación provisional y urgente, ya que tiene por objeto garantizar la supervivencia del que los necesita, durante la tramitación del juicio; por lo que en aplicación del principio de especialidad normativa debe prevalecer el artículo 962 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Oaxaca frente al 973 del mismo ordenamiento y, por tanto, contra esos actos no procede recurso alguno." 

De igual forma, sirve de apoyo a lo resuelto, la tesis aislada del Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, que dice: 

"JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. DILIGENCIAS DE RECTIFICACIÓN DE UBICACIÓN, SUPERFICIE, MEDIDAS Y COLINDANCIAS DE UN INMUEBLE. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LAS CULMINA –CON OPOSICIÓN O SIN ELLA– NO ES PROCEDENTE RECURSO ALGUNO (ARTÍCULO 884 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES).

El precepto citado establece que dicha tramitación –en jurisdicción voluntaria– procede cuando se pretenda rectificar la ubicación, superficie, medidas y colindancias de un inmueble titulado a favor del promovente, debidamente inscrito en el Registro Público de la Propiedad en el Estado. Asimismo, señala que será requisito indispensable para su promoción que se exhiba el levantamiento catastral certificado, y que se deberá acreditar que el accionante efectivamente tiene la posesión del predio a que se refiere su título y de la excedencia que se pretende acreditar. En cuanto al procedimiento, establece que deberá oírse a los colindantes del predio, al Instituto Catastral del Estado y al director del Registro Público de la Propiedad en el Estado (quienes podrán oponerse). En relación con la culminación del procedimiento, se prevén dos hipótesis: a) en caso de oposición fundada, se señala que se dará por terminado el procedimiento dejando a salvo los derechos del promovente para que promueva el juicio correspondiente; o bien, b) que no exista oposición, caso en el cual si se acredita la posesión del predio y la excedencia, entonces se dictará resolución teniendo por rectificado el título en los términos solicitados. Ahora bien, atendiendo a que en los procedimientos de jurisdicción voluntaria no existe controversia alguna por resolver, sino que atañe a una mera constatación o demostración de hechos o circunstancias, entonces se concluye que en contra de la resolución que culmina con el procedimiento a que se refiere el numeral 884 BIS de la codificación en comento, no procede recurso alguno, en cuanto los medios ordinarios de defensa (apelación o revocación) atañen a juicios contenciosos, hipótesis diversa de la analizada. Considerar lo contrario, implicaría desatender el principio de especialidad, previsto en los artículos 8o. del Código Civil –aplicado a contrario sensu–, 794 y 796 del Código de Procedimientos Civiles, ambos del Estado de Aguascalientes, además de que se podría llegar al extremo de atender a las reglas generales aplicables a cada etapa del proceso o del procedimiento contencioso, lo que podría generar incertidumbre jurídica en los gobernados. Luego, si el trámite previsto en el artículo 884 BIS del citado ordenamiento no prevé recurso alguno en contra de la conclusión del trámite de las diligencias de jurisdicción voluntaria en tratándose de la rectificación de superficie, medidas y colindancias de bienes inmuebles –en caso de oposición o sin ella–, debe interpretarse en el sentido implícito del sistema de recursos completo que tienen los procedimientos de jurisdicción voluntaria, esto es, que dicha resolución es irrecurrible y, por ende, no debe exigirse agotar recurso alguno, previo a instar el juicio de amparo indirecto." 

Por otra parte, resulta menester establecer que los preceptos 248, 249, 250, 251 y 252, de la codificación en aplicación, disponen que una "resolución definitiva" dota de presunción de legalidad a los actos impugnados y establecen que éstas deberán contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, así como los puntos resolutivos en que se expresaran los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o nulidad se declare; en ese sentido, se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre en el proceso, alguna causal de incompetencia de la autoridad administrativa, omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, que afecten las defensas del particular, vicios del procedimiento, si los hechos que lo motivaron fueron distintos o se apreciaron de forma equivocada. De igual forma, se establece que para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, las Salas deberán tomar en consideración lo previsto en el Libro Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Además, el numeral 251 transcrito, establece que las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, precisando que en los juicios en que se reclame la indemnización patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la resolución se determinará la existencia de dicha responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada y el derecho del reclamante a la indemnización. 

Finalmente, el artículo 252 del Código en cita, dispone que de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas restituir los derechos violados. 

Adicionalmente, el Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial Porrúa, México 2005, página 3441, en relación con las sentencias en el juicio contencioso administrativo señala: "I. La sentencia de fondo es la decisión en la que se admiten o rechazan las pretensiones del actor y pone fin al juicio contencioso administrativo, es decir, resuelve el fondo de los puntos controvertidos y se distingue de las llamadas sentencias interlocutorias en tanto estas últimas son decisiones sobre cuestiones incidentales que surgen durante el proceso y no representan la especial importancia que en el juicio contencioso administrativo tienen las de fondo."   

Por otra parte, en la página 3494, en relación con el sobreseimiento señala: "I. (del latín supersedere, cesar, desistir.) Es la resolución judicial por la cual se declara que existe un obstáculo jurídico o de hecho que impide la decisión sobre el fondo de la controversia.  

Ahora, es conveniente precisar los antecedentes del caso en estudio, que se advierten de las constancias enviadas por la Primera Sala Unitaria, relativas al juicio contencioso administrativo **********/2022/1.

1. Mediante escrito presentado el dieciséis de agosto de dos mil veintidós
, **********presentó demanda de juicio contencioso administrativo en contra de la Auditoría Superior del Estado, a quien reclamó la nulidad de la resolución de catorce de junio de dos mil veintidós, que resolvió el recurso de revocación promovido con motivo de la determinación de crédito fiscal contenido en el oficio **********, de nueve de marzo de dos mil veintidós. 

**********2. A la Magistrada de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, tocó conocer el proceso de origen, el cual fue desechado en auto de dieciséis de agosto de dos mil veintidós
, al considerar que se actualizó la casual de improcedencia contenida en la fracción XI, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, pues en el caso, en contra de la resolución impugnada no procedía el juicio contencioso administrativo. 
3. Inconforme con esa determinación, **********, parte actora en el juicio de origen, presentó recurso de reclamación el cinco de abril de dos mil veintidós
.  

4. Posteriormente, por acuerdo de catorce de septiembre de dos mil veintidós
, la Primera Sala admitió a trámite el recurso y lo citó para resolver. 

5. Después, el veintitrés de septiembre de dos mil veintidós
, la A quo dictó la resolución del recurso de reclamación, en la que: declaró firme el auto de dieciocho de agosto de dos mil veintidós, en virtud de que, dijo la Magistrada, es inexacta la aseveración que formuló el recurrente en el sentido de que el acuerdo de dieciocho de agosto de dos mil veintidós, sea contrario al debido proceso y legalidad, pues en modo diverso a su argumento, atendió al principio de legalidad, al atenderse a la literalidad del artículo 90 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
. 

Explicó la resolutora, que el derecho general consignado en dicho numeral es el relativo a la posibilidad que se le otorga al servidor público afectado por una resolución que le imponga una sanción derivada de su responsabilidad administrativa, de optar por impugnar dicha determinación en sede administrativa a través del recurso de revocación o en su caso, de acudir de manera directa ante el entonces Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; sin embargo, dicha A quo precisó que dicha posibilidad de impugnación se encuentra limitada únicamente al recurso de revocación, cuando la resolución sancionatoria provenga de alguna de las autoridades a que se refieren las fracciones I, III, IV, VI, IX, X y XI del artículo 3º de la indicada ley, sin que pueda inferirse, como lo pretendió el recurrente, que esa disposición limita el derecho de optatividad, más no así el de acudir al Tribunal una vez propuesto el medio de impugnación y resuelto éste, respecto de las autoridades a que se refieren las citadas fracciones, pues de una correcta interpretación del artículo 90 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, es que tratándose de resoluciones sancionatorias emitidas por el Congreso del Estado, el Supremo Tribunal de Justicia del Estado, la Auditoría Superior del Estado, la Contraloría del Poder Judicial del Estado, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado y el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, únicamente se contará con el derecho de impugnar en sede administrativa a través del recurso de revocación, más no así, el de acudir en vía jurisdiccional al Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo. 

Añadió la titular de la Sala, que del contenido del numeral 3º de la Ley de Justicia Administrativa del Estado
, las autoridades que se encontraban bajo la jurisdicción del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, lo eran las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, y de los municipios del Estado; así como de los organismos públicos descentralizados, Estatales y Municipales, cuando éstas actuaban como autoridades, por lo que quedaban excluidas de la jurisdicción del Tribunal, autoridades tales como el Congreso del Estado, el Supremo Tribunal de Justicia del Estado, la Auditoría Superior del Estado, la Contraloría del Poder Judicial del Estado, la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado y el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, de ahí que, indicó la Magistrada, entender el dispositivo 90 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, como lo pretende interpretar el recurrente, daría lugar al absurdo de considerar sometidas a la jurisdicción del Tribunal a autoridades que no tienen el carácter de administrativas o fiscales y que inclusive pertenecen a otro Poder (sic), lo que además pugnaría con el principio de división de poderes. 

Esta última determinación constituye la resolución recurrida en el presente recurso de apelación. 

Ahora bien, como se evidencia de lo antes resumido, tal resolución que declaró firme el proveído que desechó el juicio contencioso administrativo, no tiene las características de una resolución definitiva para efectos de la procedencia del recurso de apelación, toda vez que ésta no encuadra en las disposiciones legales anteriormente transcritas, ni tampoco constituye un pronunciamiento que reconozca total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado, declare total o parcialmente la nulidad de estos y de sus consecuencias, decrete la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto.
Por tanto, si la aludida resolución no cumple con el requisito de procedencia que haga efectiva la competencia de esta Alzada para conocer del recurso de apelación establecido en el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues, se reitera, la resolución recurrida no constituye una de carácter definitivo; ni se encuentra prevista su procedencia en contra de las resoluciones dictadas en recursos de reclamación acorde al normativo 150 de la ley de la materia; entonces, es claro, que esta Sala Superior carece de legal competencia para conocer y resolver del presente asunto. 

En mérito de lo expuesto, al no actualizarse ningún supuesto de competencia para conocer y resolver el recurso de apelación planteado por **********, en contra de la resolución del recurso de reclamación de veintitrés de septiembre de dos mil veintidós, emitida por la Primera Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado; con fundamento en lo dispuesto por los artículos 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como los numerales 149, 150, 152, 248 al 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Superior se declara legalmente incompetente para conocer del presente asunto, dada la improcedencia de dicho recurso. 
Asimismo, se precisa que el sentido en que se resuelve la presente instancia tampoco prejuzga sobre los razonamientos que expuso la A quo al dictar la determinación impugnada, en virtud de la incompetencia expuesta; lo que implica que al resolver esta instancia no se logre realizar pronunciamiento en relación con las consideraciones invocadas por ésta; y por ende, conlleva a una confirmación de fallo tácita.
No es obstáculo para la determinación anterior, que mediante acuerdo de tres de noviembre de dos mil veintidós, se admitiera a trámite el recurso de apelación que nos ocupa, ya que con ello no se vulneran los derechos de las partes, pues como lo ha sostenido la tesis jurisprudencial que enseguida se transcribe, no se infringe el derecho al acceso a la justicia, pues la improcedencia que se decreta no se conoce de manera indubitable o de forma manifiesta, sino que es necesario un holístico análisis posterior de las diferentes normas aplicables a la hipótesis planteada en el caso concreto; esto es, que no se vulnera el artículo 17 constitucional, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta administración de la justicia en el fallo correspondiente, a pesar de que hubiese pronunciamiento respecto a la admisión del recurso, ya que es una determinación que por su naturaleza no causa estado.
Apoya lo anterior, la jurisprudencia emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, que dice: 

"AUTO ADMISORIO DE PRESIDENCIA. NO CAUSA ESTADO. La determinación contenida en el auto admisorio de presidencia corresponde a un examen preliminar del asunto emitido por el presidente del tribunal en ejercicio de las atribuciones que para dictar acuerdos de trámite le otorga la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de ahí que al constituir resoluciones de mero trámite tendientes a la prosecución de los procedimientos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, necesaria para el pronunciamiento de la resolución definitiva correspondiente, no causen estado, por lo que el Tribunal Colegiado en Pleno está facultado para analizar en definitiva la competencia del órgano terminal de amparo, así como la procedencia del amparo o del recurso previamente admitido por acuerdo de presidencia y, de resultar aquéllos improcedentes, resolver lo que corresponda conforme a derecho, con plenitud de jurisdicción y con vista a todo el asunto." 

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis del Reglamento Interior de este Tribunal
, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación del presente auto.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE:

ÚNICO. Esta Sala Superior es legalmente incompetente para resolver el presente recurso de apelación y, por ende, dicho recurso promovido por ********** en contra de la resolución del recurso de reclamación de veintitrés de septiembre de dos mil veintidós, emitida por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, en el juicio contencioso administrativo **********/2022/1, es improcedente de acuerdo con las consideraciones y fundamentos precisados en esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a **********; mediante oficio al que se adjunte testimonio, remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de Alejandro Javier García González, Secretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe. Rubricas.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
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� Foja 46 de los autos del juicio de origen.


� Artículo 152


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.


� Fojas 11-13 del toca. 


� Foja 18 del Toca.


� Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.


� Registro digital: 2022182, Instancia: Pleno, Décima Época, Materia Común, Tesis: P./J. 12/2020 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, Octubre de 2020, Tomo I, página 12, Jurisprudencia.


� Registro digital: 2023704, Instancia: Plenos de Circuito, Undécima Época, Materias: Civil, Tesis: PC.XIII.C.A. J/1 C (11a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Octubre de 2021, Tomo II, página 2905, Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 2021797, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Materias: Civil, Tesis: XXX.3o.13 C (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 76, Marzo de 2020, Tomo II, página 942, Tipo: Aislada.


� Fojas 2-24 del juicio de origen.


� Fojas 25-27 del juicio de origen.


� Artículo 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:


[...]


XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.


� Fojas 30-35 del juicio de origen.


� Foja 36 del juicio de origen.


� Fojas 37-43 del juicio de origen.


� Artículo 90. El servidor público afectado por las resoluciones administrativas que se dicten conforme a este Título, podrá optar por interponer el recurso de revocación, o impugnarlas directamente ante el Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo; con excepción de las que dicten las autoridades a que se refieren las fracciones I, III, IV, VI, IX, X y XI del artículo 3º de esta Ley, pues en estos casos sólo se contará con el recurso administrativo.


Con las excepciones que se consignan en el párrafo anterior, la resolución que se dicte en el recurso de revocación, en su caso, será impugnable ante el Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo.


� Ley abrogada de conformidad con los Transitorios Segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, publicados en el Periódico Oficial del Estado el diez de abril de dos mil diecisiete y dieciocho de julio de dos mil diecisiete, respectivamente.


� Época: Novena Época: Registro: 178807; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXI, abril 2005, Materia(s): Común, Página: 1126.


� Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera.
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